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A LA PLAZA NÚM. _______ DE LA SECCIÓN CIVIL DEL TRIBUNAL DE INSTANCIA DE ________
Ejecución de títulos judiciales _________
 
A LA PLAZA NÚM. ____ DE LA SECCIÓN CIVIL DEL TRIBUNAL DE INSTANCIA DE ___________
 
_________, con CIF núm. ______, en nombre propio, con domicilio a efectos de notificaciones en ___________, CP ___________ de __________, ante el Juzgado comparezco y como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que en fecha _______ he sido notificada de la Diligencia de Ordenación de fecha ________ que ordena el lanzamiento para el próximo _______, y atendiendo a mi situación de vulnerabilidad y el artículo 2 del Real Decreto-ley 26/2026, de 29 de septiembre, por el que se adoptan medidas urgentes para la protección de la función social de la vivienda y la ampliación de la oferta de vivienda asequible, realizo las siguientes MANIFESTACIONES: 
PRIMERA. MEDIDAS DE SUPENSIÓN DE DESAHUCIOS PREVISTAS EN EL REAL DECRETO-LEY 26/2026 Y LOS ARTÍTUCLOS 441.5 Y 704.1 DE LA LEC
Que el artículo 2.1 y 2.2 del Real Decreto-ley 26/2026, de 29 de septiembre, por el que se adoptan medidas urgentes para la protección de la función social de la vivienda y la ampliación de la oferta de vivienda asequible (RDL 26/2026) establecen que desde la entrada en vigor de este real decreto-ley y hasta el 31 de diciembre de 2030 se suspenderán los procedimientos de desahucios en que la persona demandada se encuentre en situación de vulnerabilidad y no tenga alternativa habitacional.
Por su parte, el último párrafo del artículo 2.2 del RDL 26/2026 establece que no procederá la suspensión cuando deba prevalecer la situación de vulnerabilidad económico o habitacional de la parte demandada, o cuando la parte demandante sea una persona física titular de menos de tres viviendas. 
En el presente caso, me encuentro en una situación de vulnerabilidad y ésta ha sido reconocida a través del correspondiente informe de servicios sociales (eliminar esta última frase si no ha dicho nada o el informe de servicios sociales no es adecuado), cumpliendo además con los criterios establecidos en el artículo 441.7 de la LEC, al tener ingresos inferiores a los establecidos, tal y como se demuestra de la siguiente documentación (en caso de informe favorable de servicios sociales, no es necesario aportar la documentación y se puede eliminar la frase anterior): 
· Declaración de la renta;
· Libro de familia;
· Declaraciones sobre la percepción de ayudas y/o subvenciones;
· Nóminas;
· Certificados sobre situaciones de dependencia y/o discapacidad.
Además, hasta la fecha carezco de alternativa residencial ante la gran dificultad de alquilar una vivienda en el mercado privado del alquiler y no haber recibido ninguna alternativa residencial adecuada por parte de la Administración Pública. 
Por todo lo anterior, y si bien las medidas para proteger a las familias vulnerables de los desahucios no se aplican al presente caso atendiendo a la naturaleza del propietario, debe suspenderse el proceso de desahucio y el correspondiente lanzamiento, en virtud de los artículos 441.5 y 704.1 de la LEC. 
SEGUNDA.- DEL DEBER DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA COMPETENTE DE OFRECER UNA ALTERNATIVA HABITACIONAL ADECUADA 
Que el artículo 2.2 del RDL 26/2026 establece que el Tribunal requerirá, por el cauce designado por la comunidad autónoma correspondiente, informe de la administración que resulte competente conforme a la legislación autonómica en materia de vivienda y servicios sociales, para que informe expresamente acerca de los recursos que tienen disponibles y los ofrezcan. En caso de que no se reciba respuesta o se informe de que no se cuenta con ellos, el tribunal suspenderá el proceso hasta que tales medidas sean adoptadas y se garantice una alternativa habitacional adecuada, resultando igualmente aplicable esta previsión cuando ya se hubiera dictado sentencia, decreto o auto poniendo fin al procedimiento o acordando el lanzamiento, siempre que este último no se hubiera ejecutado efectivamente.
La suspensión acordada será revisada por el tribunal cada doce meses, a los efectos de determinar si la situación de vulnerabilidad y falta de alternativa habitacional que la motivó subsiste. La suspensión se alzará cuando desaparezca la vulnerabilidad, se ponga a disposición una alternativa habitacional adecuada y efectiva o la parte demandada la rechace sin causa justificada, previa audiencia de las partes, o transcurran tres años desde que se acordó la suspensión.
Esta previsión debe entenderse igualmente aplicable a los supuestos de los desahucios referidos en el último párrafo del artículo 2.2 del RDL 26/2026, atendiendo a su interpretación teleológica y a que el propio artículo 441.5 de la LEC establece que la Administración competente deberá realizar una propuesta de alternativa de vivienda digna en alquiler social a proporcionar por la Administración competente para ello y propuesta de medidas de atención inmediata a adoptar igualmente por la Administración competente, así como de las posibles ayudas económicas y subvenciones de las que pueda ser beneficiaria la parte demandada.
De hecho, la Administración Pública está obligada a priorizar este tipo de supuestos en los cuáles no se contempla expresamente la suspensión hasta que se adopten las medidas residenciales correspondientes, para no imponer la carga de la desprotección de la parte demandada en la parte demandante. 
Por todo ello, se solicita a este Tribunal que suspende el presente procedimiento de desahucio y requiera a la Administración Pública competente para que ofrezca de forma urgente y prioritaria una alternativa residencial adecuada. 
TERCERO.- DEL CONTROL DE ADECUACIÓN DE LA ALTERNATIVA RESIDENCIAL
	Que ante la falta de definición en la normativa nacional de lo que se considera una alternativa residencial adecuada en casos de desahucios, es importante acudir a lo establecido por parte de los organismos internacionales, tal y como establece el artículo 1 y 2.a) de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, que establecen la obligación de dar cumplimiento a lo dispuesto en los instrumentos internacionales ratificados por Espala y de acuerdo con “las recomendaciones de los instrumentos internacionales ratificados por España”. Por ello, para entender que se trata de una alternativa residencial adecuada será fundamental tener en cuenta que: 
· La alternativa residencial no puede conllevar la separación de la unidad de convivencia o de la familia, tal y como ha recogido el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Comité DESC), encargado de supervisar el cumplimiento del del Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y las reclamaciones de vulneraciones de derechos presentadas desde España en virtud del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Así lo estableció el Comité DESC en los dictámenes de Maribel Viviana López Albán c. España; Mohamed Ben Djazia, Naouel Bellili c. España[footnoteRef:1]. [1:  Dichos dictámenes están disponibles en: https://juris.ohchr.org/casedetails/2606/en-US y https://docs.un.org/es/E/C.12/61/D/5/2015 ] 

· Los alojamientos temporales de emergencia, mientras se garantiza una vivienda alternativa adecuada, debe ser compatibles con la protección de la dignidad humana de las personas desalojadas, que cumplan todos los requisitos de seguridad y nunca pueden ser una solución permanente, sino un paso previo a una vivienda adecuada. En este sentido se pronunció el Comité DESC en el dictamen de Hakima El Goumari y Ahmed Tidli c. España[footnoteRef:2].  [2:  Disponible en: https://juris.ohchr.org/casedetails/2923/en-US ] 


Por ello, y atendiendo a la función tuitiva de los tribunales en la protección de los más vulnerables (STC 113/2021, de 31 de mayo; 191/2021, de 12 de febrero de 2021), este Tribunal deberá realizar un control ex ante sobre la adecuación de la alternativa residencial, así como un control ex post sobre la temporalidad de la medida y las condiciones de las mismas si la Administración Pública competente tan solo es capaz de ofrecer un alojamiento temporal de emergencia.  
Por lo que se acaba de exponer,
AL JUZGADO SOLICITO tenga por presentado este escrito y los documentos que lo acompañan, lo admita acuerde la suspensión inmediata del procedimiento en curso hasta que desde las Administraciones Públicas competentes se adopten las medidas para el realojamiento adecuado de la parte demandada. 
ASIMISMO DIGO: Que en el supuesto de se considere que este escrito debe presentarse mediante abogado y procurador, me sea notificada resolución, y se suspenda el procedimiento a efectos de solicitud de Justicia Gratuita o presentación por letrado de oficio que me represente.
 
En ____________, en _______. 




Fdo. ___________
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